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Actor


SANDRA LORENA NARVAEZ VARGAS
Demandado

EMSSANAR EPS-FOSYGA-CONSORCIO SAYP-MINISTERIO DE LA PROTECCION SOCIAL
Acción


TUTELA – PRIMERA INSTANCIA

TUTELA/ Derecho a la salud afectado por obstáculos administrativos/ Actualización de información del paciente en la base de datos del FOSYGA/La no actualización de datos le ha impedido a la paciente acceder a los servicios de salud, sin tener en cuenta su estado de embarazo, el cual la hace un sujeto de especial protección/Concede.
De esta forma, juzga la Sala que hasta la fecha no se ha actualizado la información de la señora Sandra  Lorena Narváez Vargas en la base de datos del FOSYGA porque hasta el 06 de febrero seguía registrada con su número de tarjeta de identidad, cuando ella hoy en día se identifica con su cédula de ciudadanía, situación que le ha impedido acceder a los servicios de salud que requiere por su estado de embarazo,  sin tener en cuenta su estado de embarazo, el cual la hace un sujeto de especial protección.
(…)

En consecuencia, es a la EPS a quien le corresponde reportar las novedades de sus afiliados ante el FOSYGA y este a su vez con fundamento en dicho reporte es quien actualiza los datos de los afiliados de las diferentes entidades que aseguran los servicios de salud.

En virtud de lo anterior, la Sala encuentra vulnerado el derecho a la salud de la accionante, porque la EPS EMSSANAR E.S.S. teniendo la obligación de actualizar los datos de sus afiliados, en el caso de la señora Sandra Lorena no lo ha hecho y le ha impedido acceder a los servicios de salud que requiere, sin tener en cuenta su estado de embarazo, el cual la hace un sujeto de especial protección.
Ello por cuanto es deber de las empresas prestadoras de salud brindar el acceso efectivo de los servicios de salud sin interponer trámite administrativos a los pacientes.
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Acción:

TUTELA – PRIMERA INSTANCIA

Procede la Sala a decidir la acción de tutela presentada por la señora SANDRA LORENA NARVAEZ VARGAS en contra de EMSSANAR EPS - FOSYGA - CONSORCIO SAYP -MINISTERIO DE LA PROTECCION SOCIAL, con el fin de que se le amparen sus derechos fundamentales a la salud, a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas.
I. ANTECEDENTES

1. Hechos
La señora SANDRA LORENA NARVAEZ VARGAS interpone la presente acción de tutela y solicita que se ordene a las entidades accionadas, como medida provisional, “adelantar inmediatamente las gestiones necesarias para la corrección de mi documento de identidad y sea reportado en la BDU del FOSYGA”.
En los hechos de la demanda, en síntesis destaca que desde el año 2002 ha estado afiliada a EMSSANAR EPS, entidad que le ha prestado los servicios médicos hasta más o menos un año, cuando acudió al Centro de Salud de El Mirador y se le negó la atención.

Que existe una inconsistencia en su número de identificación, ya que en la base de datos del FOSYGA se registró con el número de tarjeta de identidad debido a que la EPS no tuvo en cuenta que al momento de la solicitud ya tenía cédula de ciudadanía. En la EPS EMSSANAR le manifestaron que debía acudir al Jefe de la Unidad de BDUA, para que se le corrija la referida inconsistencia pero hasta la fecha su situación es la misma.
Agregó que se encuentra en embarazo y no ha podido asistir a sus controles prenatales.

1.2. Las pretensiones

La accionante solicita se tutelen sus derechos fundamentales a la salud a la seguridad social y a la vida en condiciones dignas. En consecuencia, se ordenara  a EMSSANAR EPS, que le garantice el tratamiento integral para su estado de embarazo (fols. 1 a 4)
2. Recuento procesal

Por Auto del 04 de febrero de 2015 se admitió la tutela, se ordenó notificar al Representante Legal del Consorcio FOSYGA, al Señor Ministro de Salud y Protección Social y al Señor  Representante de EMSSANAR E.P.S.
De igual manera se ordenó como medida provisional a EMSSANAR E.P.S que de manera inmediata y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 4º de la Resolución 1344 de 2012, reportara ante el FOSYGA la novedad del cambio de documento de identidad de la señora SANDRA LORENA NARVAEZ VARGAS y brindara los servicios de salud que ella requiriera (fols. 13 a 15)

3. Contestación de la demanda 
3.1. CONSORCIO SAYP (fls. 31 y 40)
La Coordinadora Jurídica del CONSORCIO SAYP 2011, integrado por FIDUCIARA LA PREVISORA S.A. “FIDUPREVISORA S.A” y FIDUCIARIA COLOMBIANA DE COMERCIO EXTERIOR S.A. “FIDUCOLDEX S.A”, administrador Fiduciario de los recursos del FOSYGA da respuesta a la acción constitucional del asunto informando que el CONSORCIO SAYP 2011 “NO SE ENCUENTRA LEGITIMADO PARA MODIFICAR LA INFORMACION EN LA BASE DE DATOS UNICA DE AFILIADOS DE MANERA UNILATERAL, SUCITANDOSE UNA INDEBIDA LEGITIMATIO AD PROCCESSUM” lo anterior debido a incapacidad jurídica y procesal para atender el requerimiento de la accionante ya que el Fondo de Solidaridad y Garantía –FOSYGA- es una cuenta adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social, administrada mediante encargo fiduciario.
Agregó que por lo tanto no es el llamado a cumplir con la pretensión de la acción interpuesta y que de acuerdo a la Jurisprudencia se trata de una falta de legitimación en la causa por pasiva.
Aclaró que el CONSORCIO SAYP 2011 solo administra los recursos del FOSYGA y consolida “la información reportada por las EPS y las EOC” en la Base de Datos Única de Afiliados –BDUA- al Sistema General de Seguridad Social en Salud y que por lo tanto nunca ha tenido competencia funcional para  garantizar los derechos vulnerados por los que se adelanta el proceso.  
Adujo que tratándose de casos de presuntos repetidos la responsable de corregir es la ASOCIACION MUTAL EMPRESA SOLIDARIA DE SALUD DE NARIÑO E.S.S EMSSANAR E.S.S., realizando la depuración de los registros de afiliados repetidos en la BDUA, para luego ser confrontados con la información registrada por ellos con la base de la Registraduría Nacional del Estado Civil y una vez corregido debe verificar y remitir la novedad correspondiente.
Respecto del derecho de petición,  dice que fue radicado en el consorcio el 15 de enero de 2015 y fue contestado mediante comunicación BDUA–0117–15 en donde se le comunicó que el Consorcio no está facultado para realizar dicha modificación y por tanto es responsabilidad de la EPS. En razón a ello, es remitida la petición a EMSSANAR E.S.S.
En cuanto a la prestación de servicio  médicos expresa que debido a que no es una Empresa Promotora de Servicio de Salud  no puede realizar o autorizar los procedimientos o tratamientos requeridos por la accionante, dado que por ser administrador fiduciario de los recursos del FOSYGA se ciñe solamente a administrar los recursos públicos de la salud y a efectuar los pagos correspondientes.
Finalmente solicitó DESVINCULAR de toda actuación al CONSORCIO SAYP 2011 y por ende que se abstenga de imponerle obligación alguna.

3.2. MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL (fols. 37 a 44)
El Director Jurídico del Ministerio de Salud y Protección Social, LUIS GABRIEL FERNANDEZ FRANCO da contestación en atención al oficio de la referencia acotando que “la persona posee el derecho a ser atendido por la entidad territorial competente, a través de red pública y privada con quien tenga contrato con cargo a los recursos de oferta que para el evento el ente territorial deba destinar” esto es los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud componente destinado a la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no destinado a la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda de conformidad con lo establecido por la Ley 100 de 1993 y en desarrollo de las competencias asignadas por la Ley de 2001.”

Añadió que de acuerdo con la Ley 1608 del 02 de enero de 2013, a ninguna persona que resida en el país se le puede negar atención en salud, incluso si no tienen recursos económicos se le debe atender obligatoriamente.

Señaló que al verificar la base de datos BDUA
 se encuentra que la señora SANDRA LORENA NARVAEZ VARGAS se encuentra en estado RETIRADA de la entidad EMSSANAR E.S.S, motivo por el cual la señora mencionada podrá realizar el proceso de afiliación en cualquier EPS o EPS-S de su elección para el inicio de sus controles prenatales.
Del mismo modo comunicó, que de acuerdo con lo establecido en el Decreto  Ley 1281 de 2002 y en la Resolución 1344 de 2012, la responsabilidad por la calidad de los datos corresponde a la fuente de información, que para el caso vendría siendo la EPS y el Ministerio, – FOSYGA solamente cumple la función de operador.
En cuanto a la solicitud principal de atención prenatal integral que realiza la accionante, hace referencia a la Resolución 0521 de 27 de diciembre de 2013 en sus Artículos 23 y 76, los cuales tratan de la ATENCIÓN INTEGRAL DEL PROCESO DE GESTACIÓN, PARTO Y PUERPERIO, y de la ATENCION PRENATAL, éstas se encuentran cubiertas para las atenciones en salud ambulatorias y con internación por la especialidad médica que sea necesaria durante todas las fases del embarazo, tanto para los cuidados como para las complicaciones que el estado de gravidez acarrea.
Respecto a las solicitudes subsidiarias que se hacen dentro del trámite tutelar, aduce que frente a la exoneración de copagos el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud expidió el Acuerdo N° 0260 del 4 de febrero de 2004 con el cual se concluye que al momento de realizarse los copagos se debe verificar que servicios están excluidos del pago de los mismos.

Finalmente se pronuncia frente a la solicitud del tratamiento integral diciendo que la pretensión es “muy genérica” así que se debe precisar cuáles son los medicamentos y procedimientos requeridos para determinar si se encuentran dentro del POS con el fin de ejercer el derecho de defensa de manera efectiva y advierte que “el fallo de tutela no puede ir más allá de la amenaza o vulneración de los derechos y pretender protegerlos a futuro, desbordaría su alcance y además incurrirá en el error de otorgar prestaciones que aun no existen; acceder a ello, sería conceder a futuro un tratamiento frente a condiciones medico-clínicas y de patologías desconocidas, lo cual desvirtúa la naturaleza residual de la acción.”

Finalmente solicitó que se le ordene a la EPS-S suministrar los servicios solicitados ya que por tratarse de una persona afiliada al Régimen Subsidiado, será la EPS-S la encargada de suministrarlo con cargo a los recursos de la UPC, pues lo solicitado es un servicio incluido en el POS-S.  

3.3. EMSSANAR ESS EPSS (fols. 45 a 47)
La abogada de la empresa EMSSANAR E.S.S., solicitó que en la presente acción se convoquen a la SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL, a la SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DEL CAUCA, al MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL, al FONDO DE SOLIDARIDAD Y GARANTIA FOSYGA, con el fin de que se cumpla con la integración del presupuesto del litis consorcio necesario y se pronuncien sobre el caso en concreto.

Respecto de la medida provisional que profirió el despacho ordenando que se le brinden los servicios requeridos de salud de la accionante, informó que se realizaron las gestiones necesarias para el reporte de novedad contentiva de la información de la usuaria.
Dentro de la observación del caso en estudio adujo que EMSSANAR ESS, ESP-S, administra los recursos otorgados y por tanto los usuarios no requieren acreditar pagos mensuales para la prestación del servicio de salud.
Manifestó que la precitada usuaria se encuentra en estado activo en la base de datos con cédula de ciudadanía N°. 1061761804, y en la BDUA también se encuentra en estado activo con Tarjeta de identidad N°. 9208145479 y por lo tanto puede hacer uso de los servicios de salud respectivos y que la novedad de actualización del documento en comento ya ha sido enviada al BDUA. No obstante la entidad procedería a reportar nuevamente tal novedad el día 13 de febrero de 2015, quedando en espera de aceptación por parte del BDUA del FOSYGA. 
De este modo, considera que no existe vulneración de los derechos fundamentales de la accionante por parte de EMSSANAR ESS EPSS, toda vez que han realizado las acciones correspondientes para la actualización de datos de la usuaria y que además ésta puede acceder a los servicios de salud que requiere.

En definitiva, teniendo en cuenta lo anterior solicitó la declaración de carencia actual del objeto por hecho superado en la presente acción de tutela, para que de este modo se exonere de responsabilidad a la EPS ASOCIACION MUTUAL EMPRESA SOLIDARIA DE SALUD EMSSANAR ESS y por ende se declare improcedente el presente trámite tutelar.
II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL.

1. La competencia 
El Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca es competente para conocer de la presente Acción de Tutela en Primera Instancia, de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1991.

2.
El derecho a la salud.

La característica del derecho a la salud radica en que se presenta como un servicio público obligatorio que tiene su fundamento en los principios de eficiencia, universalidad, y solidaridad, los cuales se encuentran previstos en nuestra Constitución Política. El artículo 49 constitucional señala:

“ARTICULO 49. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud. 

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley. 

Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención y con participación de la comunidad.

La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será gratuita y obligatoria.

Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad.”

La norma constitucional transcrita reafirma a todas las personas la garantía de acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud, con lo cual permite de manera irrefutable determinar que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental, ya  que cuando se refiere a que todas las personas tienen el derecho a la atención en salud, está definiendo el sujeto del mismo, sin hacer exclusión de ninguna índole y abarca en consecuencia la universalidad de los sujetos que tiene la posibilidad de reclamar la atención en salud. 

En este sentido es preciso señalar que la Corte Constitucional ha definido el derecho a la salud como un derecho fundamental en sí mismo, dejando atrás la teoría de la conexidad.

Ahora respecto a la prestación, atención y cobertura, es del caso precisar que el mismo artículo transcrito hace referencia a ello cuando estipula que le corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los habitantes, así como establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades privadas y ejercer su vigilancia y control.

Con fundamento en lo anterior, es claro que el derecho fundamental a la salud, es de carácter universal tanto en su objeto como el sujeto y por ello no puede considerarse que constitucionalmente exista alguna restricción de orden prestacional o asistencial en relación con los servicios reclamados por las personas, ni condicionamiento alguno en cuanto al sujeto que lo reclame.

3. Protección especial a la mujer gestante

La Constitución Política en el artículo 43 establece “La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y protección de Estado”.
Por su parte la Corte Constitucional al interpretar dicho mandato en la sentencia T – 165 de 2013 reitera:

“(…)

De este texto constitucional se derivan dos mandatos específicos al Estado y a los particulares respecto de las mujeres que estén en situación de embarazo o que hayan tenido un parto. 

La primera parte de esta disposición es explícita en decir que la especial protección del Estado a la mujer gestante se deriva del interés del constituyente por establecer medidas afirmativas que garanticen la igualdad entre hombre y mujer. De este modo, el mandato del artículo 43 está orientado en primera instancia a proscribir cualquier discriminación a la mujer por el hecho de estar embarazada o haber tenido un parto. Esta disposición se ha materializado principalmente en el derecho laboral y el derecho a la seguridad social, a través de figuras tales como la estabilidad laboral reforzada y la licencia de maternidad, entre otras. Como es sabido, la jurisprudencia de la Corte ha elevado estas instituciones al rango de derechos fundamentales, puesto que ha entendido que su desconocimiento es a la vez una vulneración del principio de igualdad de las mujeres, el derecho a su vida y a su integridad, el derecho al trabajo y, en ocasiones el mínimo vital. 

(…)

Así, del artículo 43 de la Constitución también se deriva el mandato de intervención efectiva del Estado y los particulares en las condiciones del embarazo, del parto y después del parto, de aquellas mujeres que se enfrentan a situaciones que atentan contra su dignidad y la efectividad de sus derechos fundamentales. Por esta vía, la Corte ha sido enfática en exigir, por ejemplo, la realización de exámenes diagnósticos no incluidos en el POS con el fin de detectar graves enfermedades en el feto
, y realizar todos los procedimientos médicos necesarios en el feto, en el recién nacido y en la madre, pese a que la expectativa de vida de alguno o todos ellos sea mínima
. 

(…)”

El artículo 11 de la Ley 1751, “por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones”, sancionada por el Presidente de la República el 16  de febrero de 2015, establece:

“Sujetos de especial protección. La atención de niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de embarazo, desplazados, víctimas de violencia y del conflicto armado; la población adulta mayor, personas  que sufren de enfermedades huérfanas y personas en condición de discapacidad, gozarán de especial protección por parte del Estado. Su atención en salud no estará limitada por ningún tipo de restricción administrativa o económica. Las instituciones que hagan parte del Sector Salud deben definir procesos de atención intersectoriales e interdisciplinarios que le garanticen las mejores condiciones de atención.
En el caso de las mujeres en estado de embarazo, se adoptarán medidas para garantizar el acceso a los servicios que requieran durante el embarazo y con posterioridad al mismo y para garantizar que puedan ejercer sus derechos fundamentales en el marco del acceso a servicios de salud”.
Así, la Sala teniendo en cuenta la protección especial de la cual gozan las mujeres que se encuentran en estado  de embarazo, pasa a analizar el asunto bajo estudio.
4. Caso concreto
El  presente caso gira en torno a la solicitud que hace la señora Sandra Lorena Narváez Vargas, de que se ordene a las entidades accionadas adelantar las gestiones necesarias para la corrección de su documento de identidad y por ende la novedad sea reportada en la BDUA del FOSYGA, dado que debido a dicha inconsistencia se le ha negado la prestación de los servicios médicos, encontrándose en estado de embarazo, sin poder asistir a los respectivos controles prenatales.

Realizó además una solicitud de medida provisional para que se adelantaran de manera inmediata los trámites anteriormente mencionados. En respuesta, el Despacho Sustanciador, en virtud del artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 decidió proteger sus derechos con el fin de evitar que se produzca un daño irremediable como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso, ordenando de este modo a la EPS EMSSANAR que de manera inmediata reportara ante el FOSYGA la novedad del cambio de documento de la accionante y brindara los servicios de salud que ella requiriera
Por su parte, el CONSORCIO SAYP 2011 manifestó en la contestación de la demanda que no se encuentra legitimado para modificar la información en la base de datos única de afiliados de manera unilateral, motivo por el cual no tiene competencia para garantizar los derechos de la señora Sandra Lorena Narváez Vargas y solicita se le DESVINCULE de toda actuación y por ende no se le imponga obligación alguna.

Del mismo modo, el Ministerio de Salud y Protección Social, contestó que la información contenida en la base de datos que sirve de soporte a la consulta, está certificada por la Gerencia General del Administrador Fiduciario del Fondo de Solidaridad y Garantía FOSYGA, como fiel copia de lo reportado por las Entidades en el cumplimiento de sus procesos de Giro y Compensación “Por lo tanto, las inconsistencias que refleje esta información son imputables a las EPS y no al Ministerio de Salud y Protección Social”, por lo que solicitó que se ordenara a la EPS-S administrar los servicios solicitados, ya que tratándose de una persona afiliada al Régimen Subsidiado, es la EPS-S la encargada de suministrarlo con cargo a  los recursos de la UPC, dado que  lo solicitado es un servicio incluido en el POS-S.
Posteriormente, EMSSANAR E.S.S expresó que con ocasión a los mandatos judiciales procedió de manera inmediata a realizar las gestiones necesarias para el reporte de novedad contentiva de la información de la usuaria y que además ya se encuentra en estado activo, tanto en la base de datos empresarial con la cédula de ciudadanía como en la Base de Datos del FOSYGA BDUA con tarjeta de identidad.

La Sala considera que con los documentos aportados por la accionante y la empresa prestadora de salud, EMSSANAR E.S.S, está acreditado:

La señora Sandra Lorena Narvaéz Vargas se identifica con la cédula de ciudadanía Nº 1.061.761.804, se encuentra afiliada al Sistema de Seguridad Social en Salud en el Régimen Subsidiado a través de EMSSANAR EPS (fols. 9 y 10)
Actualmente está en estado de embarazo (fol. 6)
Hasta la fecha de presentación de la tutela se encontraba registrada en el base de datos del FOSYGA con su número de tarjeta de identidad 92081454979 (fol. 5)
Luego de la presentación de la tutela el  Consorcio Sayp a través de la Profesional de la Unidad Base de Datos Única de Afiliados – BDUA, le informa a la accionante: 
“En atención a la comunicación del asunto, nos permitimos informar que este Consorcio Fiduciario no está facultado para realizar traslados, actualizaciones o retiros de forma directa a la Base de Datos Única de Afiliados (BDUA), la única forma de realizar modificaciones es mediante el procedimiento de los archivos de novedades, ingresos y traslados que envían las EPS para el Régimen Subsidiado y para el Régimen Contributivo.
Adicionalmente la información registrada en la página del Fosyga es reflejo de lo reportado por las EPS en cumplimiento de la Resolución 2629 de 2014 y es responsabilidad de estas, velar por la calidad de los datos de los afiliados en salud” (fol. 36)
La actora se encuentra activa en la base de datos empresarial de EMSSANAR EPS con su número de cédula 1061.761.804 y en la Base de Datos Única de Afiliados (BDUA); hasta el 6 de febrero de 2015 se encuentra activa con EMSSANAR E.S.S. con su tarjeta de identidad Nº 92081454979 (fol. 35 y 47)
Según informe del Coordinador de Gestión Empresarial de EMSSANAR EPS, la entidad enviaría el reporte de la novedad  N01 por concepto de actualización de número de documento a la BDUA el 13 de febrero de 2015 (ver reverso del folio 47) 
De esta forma, juzga la Sala que hasta la fecha no se ha actualizado la información de la señora Sandra  Lorena Narváez Vargas en la base de datos del FOSYGA porque hasta el 06 de febrero seguía registrada con su número de tarjeta de identidad, cuando ella hoy en día se identifica con su cédula de ciudadanía, situación que le ha impedido acceder a los servicios de salud que requiere por su estado de embarazo.

En cuanto a la actualización de la base de datos de los afiliados al Sistema General de Seguridad Social, la Resolución 1344 de 2012 en su artículo 2º señala:

“Actualización de la Base de Datos Única de Afiliados, BDUA. El administrador fiduciario de los recursos del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, con base en las novedades generadas previamente por parte de las entidades que administran las afiliaciones en los distintos regímenes procederá a efectuar la actualización de los datos básicos de dicha afiliación, en la Base de Datos Única de Afiliados, BDUA.

Parágrafo. La actualización de la Base de Datos Única de Afiliados, BDUA, no exime a las entidades que administran las afiliaciones en los distintos regímenes de la responsabilidad de mantener actualizadas sus bases de datos con la totalidad de la información generada desde el momento de la afiliación o celebración o prórroga de un plan adicional de salud.

Artículo 4°. Entrega de novedades de actualización y/o corrección de información. Las entidades que administran las afiliaciones en los distintos regímenes entregarán al administrador fiduciario de los recursos del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, las novedades de ingresos, y/o un archivo de novedades de actualización y/o corrección de información y/o los archivos relacionados con el proceso de actualización de novedades de traslados o movilidad por cada entidad obligada a reportar, en las estructuras definidas en el Anexo Técnico que hace parte integral de la presente resolución”.
En consecuencia, es a la EPS a quien le corresponde reportar las novedades de sus afiliados ante el FOSYGA y este a su vez con fundamento en dicho reporte es quien actualiza los datos de los afiliados de las diferentes entidades que aseguran los servicios de salud.

En virtud de lo anterior, la Sala encuentra vulnerado el derecho a la salud de la accionante, porque la EPS EMSSANAR E.S.S. teniendo la obligación de actualizar los datos de sus afiliados, en el caso de la señora Sandra Lorena no lo ha hecho y le ha impedido acceder a los servicios de salud que requiere, sin tener en cuenta su estado de embarazo, el cual la hace un sujeto de especial protección.
Ello por cuanto es deber de las empresas prestadoras de salud brindar el acceso efectivo de los servicios de salud sin interponer trámite administrativos a los pacientes. Al respecto la Corte Constitucional en sentencia  T – 234 del 18 de abril de 2013, reitera: 

“Uno de los contenidos obligacionales de la prestación de los servicios de salud que corresponde al Estado, hace referencia a que este servicio público esencial sea proporcionado en forma ininterrumpida, oportuna e integral; razón por la que las justificaciones relacionadas con problemas presupuestales o de falta de contratación, así como la invención de trámites administrativos innecesarios para la satisfacción del derecho a la salud, constituyen, en principio, no solo una vulneración al compromiso adquirido en la previsión de todos los elementos técnicos, administrativos y económicos para su satisfacción
, sino también un severo irrespeto por esta garantía fundamental. 

Por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener encomendada la administración de la prestación de estos servicios, que a su vez son suministrados por las IPS
, no pueden someter a los pacientes a demoras excesivas en la prestación de los mismos o a una paralización del proceso clínico por razones puramente administrativas o burocráticas, como el cambio de un contrato médico. En efecto, cuando existe una interrupción o dilación arbitraria, esto es, que no está justificada por motivos estrictamente médicos,
 las reglas de continuidad y oportunidad se incumplen y en consecuencia, al prolongarse el estado de anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el derecho que tiene toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud.
 

2.4. Aunque es razonable que el acceso a los servicios médicos pase, algunas veces, por la superación de ciertos trámites administrativos; la jurisprudencia constitucional ha dejado en claro que el adelanto de los mismos no puede constituir un impedimento desproporcionado que demore excesivamente el tratamiento o que imponga al interesado una carga que no le corresponde asumir. De allí, que se garantice el derecho a acceder al Sistema de Salud, libre de obstáculos burocráticos y administrativos, pues de ello también depende la oportunidad y calidad del servicio”. (Destaca la Sala)
Respecto a la orden de tratamiento integral considera la Sala que en el presente caso no es procedente, porque  lo único probado en el presente trámite es el estado de embarazo de la accionante y la no atención por parte de EMSSANAR E.S.S. en razón a la inconsistencia en la base de datos del FOSYGA. Y no existe certeza de los tratamientos requeridos por la accionante, los que deben ser ordenados por el médico tratante. No obstante si se ordenará a la EPS accionada que le garantice a la accionante los servicios médicos que requiere con ocasión de su embarazo, sin imponerle la realización de trámites administrativos innecesarios.
De otra parte, dado que se acreditó que quienes tienen la obligación de realizar el reporte de la actualización de los datos de los afiliados, son las empresas promotoras de salud, en el caso bajo estudio EMSSANAR  E.S.S., por lo que no se encuentra actuación u omisión del Consorcio Sayp o del Ministerio de Salud y Protección Social que haya vulnerado los derechos fundamentales de la accionante se desvinculará a dichas entidades del presente trámite.
Por lo anteriormente sustentado, y en vista de la vulneración del derecho a la salud de la accionante se tutelará dicha garantía y se le ordenará a la Empresa Prestadora de Salud EMSSANAR  E.S.S. que en el término de cuarenta y ocho (48) siguientes a la notificación de la presente providencia, si aún no lo ha hecho, actualice la información de la señora Sandra  Lorena Narváez Vargas en la base de datos del FOSYGA. Y además debe garantizarle todos los tratamientos y medicamentos que su médico tratante le ordene con ocasión a su estado de embarazo, sin imponerle la realización de trámites administrativos innecesarios.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Cauca, administrando justicia en nombre de la República de Colombia, y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO.- TUTELAR el derecho a la salud de la señora Sandra  Lorena Narváez Vargas, identificada con la cédula de ciudadanía Nº 1.061.761.804 de Popayán, vulnerado por la ASOCIACION MUTUAL EMPRESA SOLIDARIA DE SALUD EMSSANAR ESS, según lo expuesto.
SEGUNDO.- ORDENAR al representante legal de la ASOCIACION MUTUAL EMPRESA SOLIDARIA DE SALUD EMSSANAR ESS que a través del  funcionario u Oficina competente en el término de cuarenta y ocho (48) siguientes a la notificación de la presente providencia, si aún no lo ha hecho, actualice la información de la señora Sandra  Lorena Narváez Vargas, identificada con la cédula de ciudadanía Nº 1.061.761.804 de Popayán, en la base de datos del FOSYGA. Y además le garantice todos los tratamientos y medicamentos que su médico tratante le ordene con ocasión a su estado de embarazo, sin imponerle la realización de trámites administrativos innecesarios.

TERCERO.- DESVINCULAR del presente trámite al CONSORCIO SAYP y al MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, porque no han vulnerado los derechos de la accionante de acuerdo con lo expuesto.

CUARTO.- NOTIFÍQUESE por el medio más efectivo a los interesados en los términos del art. 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO.- REMÍTASE a la H. Corte Constitucional para lo de su cargo, si no fuere impugnada.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por el Tribunal en sesión de la fecha, según consta en acta.

Los Magistrados,

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ
DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO
� T-960/01 M.P Montealegre Lynett, T-1116/02 M.P Escobar Gil


� T-901/09 M.P Sierra Porto. 


� Al respecto pueden consultarse las Sentencias T-285 de 2000, M.P. José Gregorio Hernández Galindo y T-185 de 2009, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Ley 100 de 1993, Artículo 156. CARACTERÍSTICAS BÁSICAS DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD. <Artículo condicionalmente EXEQUIBLE> El Sistema General de Seguridad Social en Salud tendrá las siguientes características: (…)


e) Las Entidades Promotoras de Salud tendrán a cargo la afiliación de los usuarios y la administración de la prestación de los servicios de las Instituciones Prestadoras. Ellas están en la obligación de suministrar, dentro de los límites establecidos en el numeral 5 del artículo 180, a cualquier persona que desee afiliarse y pague la cotización o tenga el subsidio correspondiente, el Plan Obligatorio de Salud, en los términos que reglamente el gobierno;(…)” 


156 de la Ley 100 de 1993


� Para consultar sobre la interrupción del tratamiento por razones médicas, como una causa justificativa de la suspensión del servicio puede leerse la Sentencia T- 635 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 


� En diversas oportunidades esta Corporación ha insistido en señalar que las empresas prestadoras de salud “no pueden, sin quebrantar gravemente el ordenamiento positivo, efectuar acto alguno, ni incurrir en omisión que pueda comprometer la continuidad del servicio y en consecuencia la eficiencia del mismo.” Razón por la cual, las entidades estatales como los particulares que participen en la prestación del servicio público de salud están obligadas a garantizar la continuidad en el servicio de salud a todos sus afiliados. Al respecto pueden consultarse la sentencias: T- 278 de 2008, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra; T- 760 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-046 de 2012, M.P. Juan Carlos Henao Pérez; T- 212 de 2011; M.P. Maria Victoria Calle Correa; T-233 de 2011, M.P. Juan Carlos Henao Pérez y T- 064 de 2012, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.
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